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Resumen 
La crisis Institucional, de infraestructura y de oportunidad de servicio del sistema de 
salud colombiano, y la negativa a las transfusiones de pacientes testigos de Jehová, puede 
retardar la atención temprana para la mayoría de estos. En tal virtud, en esta investigación 
partimos considerando que las implicaciones e interpretaciones que en materia ética y legal 
se originan por la relación médico-paciente, deben tener presente el derecho de libertad 
religiosa, de culto y de conciencia. La responsabilidad médica implica tratar al paciente como 
persona que padece una afectación a su salud, sujeto de derechos y obligaciones. El personal 
médico y la sociedad en general respetando sus decisiones, contribuyen al fortalecimiento de 
sus derechos fundamentales basados en la identidad, libertad, dignidad, libre ejercicio de la 
personalidad, derechos a los cuales el consentimiento informado respalda. 
Palabras clave: libertad de culto, libertad de conciencia, consentimiento informado, 
relación médico-paciente.
Andrés Hernando López Perdomo, 
Médico Cirujano Universidad de Caldas, 
Abogado Universidad de Manizales, 
Estudiante de Responsabilidad Médica 
Universidad Libre Pereira 
Abstract 
The institutional, infrastructural and service opportunity crisis of the Colombian health 
system, and the refusal of transfusions from Jehovah's Witness patients, may delay early 
care for most of them. Therefore, in this research we start by considering that the 
implications and interpretations that in ethical and legal matters originate from the doctor-
patient relationship, must take into account the right to freedom of religion, worship and 
conscience. Medical responsibility means treating the patient as a person with a health 
impairment, subject to rights and obligations. Medical personnel and society in general, 
respecting their decisions, contribute to the strengthening of their fundamental rights based 




Religious freedom, freedom of conscience, informed consent, doctor-patient relationship. 
 
Introducción 
Los principios de libertad y autonomía hacen, de los actos del ser humano, una 
manifestación de su soberana determinación, estos principios tienen gran relevancia cuando 
las decisiones de un paciente sometido a un tratamiento médico van en contra de su estado 
de salud, pero de igual forma, se deben respetar. De todas maneras, el profesional médico 
tiene la opción de reservar su derecho de intervención, aún si considera que el paciente ha 
tomado la opción equivocada. Toda intervención médica, sea en el servicio de consulta 
externa, hospitalización o urgencias, implica un riesgo. El paciente toma la decisión de 
aceptarla o no y asumir sus consecuencias, es así como la visión paternalista de la relación 
médico-paciente ha cambiado a favor de la dignidad personal, autonomía y 
autodeterminación. 
Cuando los pacientes contemplan el rechazo y negativa a ciertos tratamientos 
médicos como las transfusiones en pacientes Testigos de Jehová, en procedimientos 
quirúrgicos de urgencia y cirugías mayores, independiente del nivel de gravedad de la 
enfermedad y riesgo inminente de muerte, se puede ver condicionada la asistencia del 
médico al consentimiento del paciente.  
Legalmente, la autonomía expresada en el consentimiento informado por el paciente 
Testigo de Jehová es una demostración de su autodeterminación, del deseo y objetivo de su 
vida, independiente de los conocimientos que el médico tratante tenga. Para el paciente 
testigo de Jehová, el problema radica en la demora y en los inconvenientes para llevar a 
término su tratamiento definitivo, por lo que podríamos preguntarnos: ¿Cuáles son las 
interpretaciones e implicaciones que en materia ética y legal se dan en la relación médico-
paciente a partir del derecho de libertad religiosa, culto y de conciencia en pacientes Testigos 
de Jehová afiliados a la Nueva EPS en la ciudad de Manizales? 
Para responder a esta pregunta, se analizará  el conocimiento e interpretación de las 
implicaciones éticas y legales originadas en la relación médico-paciente, basados en el 
derecho de libertad religiosa, culto y de conciencia de pacientes Testigos de Jehová, 
describiendo los argumentos para la negativa a la transfusión y las consideraciones de estos 
derechos basados en el consentimiento informado y la posición de la comunidad médica 
frente a estas consideraciones y se terminará  planteando, a título personal, algunos 
protocolos de tratamiento y manejo médico que pueden orientar las decisiones  en los 
diferentes servicios de salud. 
Para desarrollar esta propuesta, partimos por considerar que la autodeterminación 
contempla decisiones encontradas, algunas de ellas que no conducen al bienestar físico del 
paciente de acuerdo con la creencia religiosa, y otras que involucran el actuar y decidir según 
el manejo recomendado por el Galeno tratante.  
El juramento médico aprobado por la Convención de Ginebra de la Asociación 
Médica Mundial en septiembre de 1948 consagra en su último parágrafo “velar con sumo 
interés y respeto por la vida humana, desde el momento de la concepción y aún bajo 
amenaza, no emplear los conocimientos médicos para controvertir las leyes humanas”.  
Por otra parte, y recurriendo a la perspectiva que aporta el paciente Testigo de Jehová, 
destacamos que en los servicios de urgencias se contraponen los argumentos de ellos, los 
cuales comprenden, entre otros,  evitar la operación por la necesidad de  uso de sangre,  no 
proceder con la transfusión en caso de extrema urgencia contra el criterio del Médico que no 
puede  renunciar a su conocimiento científico y  necesita intervenir, actuando 
inmediatamente en caso de necesidad y en ningún caso buscando   exculpación   en caso de 
muerte por no transfundir o el considerar las causas de exoneración de responsabilidad y  
justificación de no proceder según su formación. 
Cuando se aparta el criterio médico de los parámetros de excelencia, y se acepta la 
exigencia del paciente, en caso de que se ocasione la muerte de este, la defensa del médico 
adquiere una mayor complejidad, incluso, si se hace uso de alguna de las causas de 
exoneración. En este escenario es que podemos interpretar las implicaciones éticas y legales 
ocurridas en estas relaciones y dar rienda suelta a los objetivos de nuestro estudio.  
A la par de las anteriores consideraciones, la objeción de conciencia de pacientes y 
médicos ante un tratamiento debe ser entendida bajo los postulados del derecho y la ética 
actual, por lo que es aquí donde se perfila el valor del presente trabajo tanto para la sociedad, 
como para la comunidad médica, en caso de tener que desenvolverse en un escenario 
controvertido, en el cual los protocolos de manejo fundamentados desde la bioética y sus 
equivalentes a nivel constitucional pueden considerarse como el punto de partida para 
fundamentar estrategias de tratamiento claras que tengan sustento jurídico y sean avalados 
por las instituciones y reconocidas por los pacientes, fortaleciendo la relación entre los 
mismos.  
 
La relación médico pacientes testigos de Jehová 
Tener presente cuenta la libertad de culto, y en particular, las creencias religiosas para 
abordar problemas de la vida, implica enfrentarse a múltiples posiciones. En la mayoría de 
los casos se suele involucrar asuntos morales, jurídicos y sociales, por lo que aparecen de 
manera transversal derechos tales como la libertad, autonomía personal, dignidad, libre 
desarrollo de la personalidad y en especial el derecho a la vida.  
En algunos casos, es común que hayan situaciones complejas en las que la práctica y 
ética médica se crucen, como aquellos en los que el paciente rechaza voluntariamente un 
tratamiento médico como lo es la transfusión de sangre, justificando su negativa en 
convicciones o creencias religiosas, aún cuando el procedimiento resulte imprescindible para 
salvar la vida. 
 Para estos casos, como el de urgencia vital, surgen varios interrogantes producto de 
la relación médico-paciente, de los cuales podríamos destacar  
1. ¿Se considera ético que el médico no preste la asistencia necesaria cuando el 
paciente se niega voluntariamente a recibir el tratamiento pertinente aun 
encontrándose en urgencia vital?  
2. ¿Puede el médico obviar la voluntad del paciente, transfundiendo sangre para 
salvarle la vida?, y de ser así, 
3. ¿Cuál es la responsabilidad jurídica que debe asumir el médico o personal de la 
salud, cuando un paciente se niega por razones religiosas o de conciencia, a 
practicarse un procedimiento como la transfusión de sangre?  
En estas preguntas también se encuentran inmersos derechos subjetivos como el 
derecho a la vida y derecho al libre desarrollo de la personalidad, previstos en la Constitución 
Política de Colombia, en donde la negativa del paciente a recibir determinados tratamientos 
como, por ejemplo, la transfusión de sangre puede representar y ser equiparado con un 
derecho a morir que está en contradicción con la ley de ética médica. 
En este sentido, para la comunidad médica, respetar la decisión del paciente de no 
practicarse un procedimiento se relaciona con complicar y limitar las opciones de manejo y 
tratamiento, en tanto la educación médica y experiencia concede a los galenos importantes 
privilegios en el campo de la medicina. Aun así, cada una de las personas y potenciales 
pacientes tienen derechos y la Constitución los eleva por sobre cualquier manifestación de la 
voluntad médica, como es el caso del consentimiento informado. Cuando un paciente Testigo 
de Jehová se rehúsa a la transfusión de sangre, está solicitando al personal médico que 
escojan la mejor terapia existente, con excepción de la transfusión sanguínea.  
En este ambiente de derechos, el Estado tiene un rol fundamental de garantizar el 
derecho a la salud de cada una de las personas delimitando las relaciones entre médicos y 
pacientes, para determinar los parámetros por los que se debe regir su salud, respetando los 
límites de sus derechos y actuando a favor o en contra de la voluntad de sus ciudadanos 
(Quiroga, 2010). 
 
Derecho a la vida 
El derecho a la vida es el bien supremo alrededor del cual deben girar los demás 
derechos, independiente de la nacionalidad, sexo, raza, religión, posición socioeconómica y 
de cualquier otro tipo de diferencia; asunto que se evidencia en los diferentes instrumentos 
internacionales como el artículo 3 de la Carta Internacional de Derechos del Hombre, el 
artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, donde se encuentra en su 
artículo 3 la garantía máxima o internacional del derecho a la vida, que a su vez se desarrolla 
con mayor plenitud material en el Segundo Protocolo Adicional al Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte, y en el artículo 1 
de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Carta Internacional 
de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas mediante resolución 217 A (III) de 10 de diciembre de 1948. 
En casos en los que el rechazo a las transfusiones de sangre por parte de los Testigos 
de Jehová, se relaciona con la obediencia a los mandatos divinos y la autonomía, se pueden 
plantear dos escenarios: el manejo en una enfermedad que no delimita peligro grave para su 
vida, y estar en aquella situación donde sea de imperiosa necesidad la transfusión de sangre 
para preservar la vida del paciente. 
Para el primero de los casos, la negativa al manejo ambulatorio que la mayoría de las 
veces puede ser postergada, debe considerar un abanico de posibilidades que le brinde al 
paciente como respuesta, la atención y prestación de servicios en una institución de acuerdo 
a sus características y necesidades. Tal es el caso por ejemplo de cirugías ambulatorias entre 
las que se pueden considerar herniorrafias inguinales, umbilicales, colecistectomías, 
resección de tumores benignos como lipomas, métodos de planificación quirúrgica definitiva 
tipo vasectomía y ligadura de trompas, cirugías oftalmológicas como trastornos de refracción 
tipo miopía, astigmatismo, faquectomía, corrección de pterigion y cataratas, en este punto 
pertenece la objeción de conciencia médica mas no institucional. 
En el segundo caso es donde se pueden presentar la mayoría de las controversias, al 
punto de que, en una situación de inminente peligro, es el médico o la institución de salud 
amparada en la ley quien actua y decide por encima de la voluntad del paciente, llevando a 
un predominio el derecho a la vida sobre la voluntad personal de negativa a manejo y 
transfusión. Se refiere tal conducta al mantenido y no extinto paternalismo médico basado en 
el principio de beneficencia que favorece la vida sobre las demás condiciones. 
Este caso es el que genera aún mayor discusión, puesto que se contraponen 
pensamientos que establecen que el médico tiene la obligación de llevar a cabo la transfusión, 
aun cuando sea en contra de la voluntad manifestada por el paciente y en aquellos casos de 
conflicto entre la libertad religiosa y el derecho a la vida, donde el segundo tiene un papel e 
importancia relevante por ser el centro y principio de todos los demás derechos.  
No obstante, este modelo de relación médico-paciente, así como la concepción del 
derecho a la vida frente a la autonomía, ha venido cuestionándose y puede ser considerado 
en un grado de relevancia aún mayor por la primacía de la autonomía del paciente a la hora 
de decidir sobre su salud, donde prima por una lado y se fortalece la capacidad de 
autogobierno acerca de sus propios intereses y valores, que le puede conducir a rechazar un 
tratamiento necesario para su vida y por otro lado, el deber de los médicos de preservar la 
salud y la vida que se fundamenta en el principio de beneficencia aportado por la bioética. 
Constitucionalmente podemos ir más allá y tener en cuenta los otros principios en 
particular la dignidad, libertad religiosa como fundadores de la libre disposición de las 
personas, principios que constituyen el pilar de la vida de algunas comunidades religiosas 
dando lugar a diferentes cuestionamientos que en su mayoría nos llevan a preguntar si el 
vulnerar estos derechos puede corresponder para los Testigos de Jehová a una muerte en vida.  
Si no hay imposiciones previas o externas que condicionen el comportamiento de 
cualquier persona natural, se puede considerar que hay un gobierno particular de su 
existencia. Cabe mencionar, además, el estado de vulnerabilidad que presenta una persona 
que padece alguna enfermedad y la necesidad de ayuda y sustento que espera en el manejo 
médico del que espera lograr una solución, o por lo menos una alternativa a los problemas 
que se le presentan. Pero, aun así, de acuerdo y siendo consecuente a sus principios y 
voluntades decide contemplar la posibilidad de no hacer uso de la transfusión, independiente 
del desenlace lesivo o no para su vida que tal decisión representa. 
En el otro punto de referencia está el pensamiento, razonar y comportamiento médico, 
el cual basado en su formación y apoyado en el juramento hipocrático, la ley de ética médica 
y el principio de beneficencia, tiene razones suficientes y legales en nuestro ordenamiento 
jurídico para practicar una transfusión sanguínea a un paciente testigo de Jehová 
independientemente de su negativa a ésta de acuerdo a sus concepciones religiosas (Quiroga, 
2010). 
 
Evolución normativa y Testigos de Jehová. 
En el caso de la comunidad de los Testigos de Jehová, la libertad de culto y la 
inclusión preponderante en el ordenamiento jurídico colombiano impulsado por la 
Constitución Política de Colombia, ha permitido permear  todos los ámbitos sociales y se han 
venido construyendo normas arraigadas en los comportamientos y relaciones entre los 
miembros de la comunidad y la sociedad en general. 
La relación entre la comunidad de Testigos de Jehová y el gremio médico, amparada 
en el carácter normativo derivado de sus fundamentos,  se ha venido construyendo teniendo 
en cuenta las  condiciones, historia, pensamientos y principios  especiales del grupo y la 
comunidad médico científica. El reconocimiento y consideración de estas características 
busca  la protección de los intereses de cada grupo y la conservación de las características 
que identifican su formación; sin embargo la interpretación y aplicación de estas normas  bajo 
el amparo del consentimiento informado,  ha traído consigo dificultades en la construcción 
de las relaciones. 
Para ilustrar lo anteriormente mencionado, podemos considerar el concepto que 
contemplan la Ley 23 de febrero 18 de  1981 o Código de Ética Médica, y el artículo 50 del 
Decreto 1571 del 12 de Agosto de  1993, conceptos que  como se expondrá a continuación, 
se contraponen cuando hacen referencia a la relación médico-paciente y exponen la variedad 
de criterios existentes cuando hablamos de la aplicación y fundamento de estas relaciones, 
evidenciando una inseguridad jurídica que va en contra del vínculo y relación orientada a la 
prestación de los servicios de salud. 
 La Ley 23 de febrero 18 de 1981 por la cual se dictan normas en materia de ética 
médica, en su artículo 6° plantea, por ejemplo, que “el médico rehusará la prestación de sus 
servicios para actos que sean contrarios a la moral, y cuando existan condiciones que 
interfieran el libre y correcto ejercicio de la profesión” (Código de Ética Médica (CEM). Ley 
23 de 1981. (Colombia)).  
Por otra parte, el artículo 50 del Decreto 1571 de 1993 establece que: 
Cuando un receptor en uso normal de sus facultades mentales, y en forma libre y 
consciente, decide no aceptar la transfusión de sangre o de sus hemoderivados, debe 
respetarse su decisión, siempre y cuando ésta obre expresamente por escrito, después 
que el médico tratante le haya advertido sobre los riesgos existentes. PARÁGRAFO. 
Cuando la decisión del paciente a este respecto haya sido tomada con anticipación y 
para que tenga efectos en la eventualidad en que se requiera la transfusión, el médico 
deberá respetarla, si consta en documento escrito autenticado notarialmente o suscrito 
ante dos testigos (Decreto 1571 de agosto 12 de 1993, Diario Oficial No. 40.989 
promulgado por el Ministerio de Salud), Por el cual se reglamenta parcialmente el 
Título IX de la Ley 09 de 1979, en cuanto a funcionamiento de establecimientos 
dedicados a la extracción, procesamiento, conservación y transporte de sangre total o 
de sus hemoderivados, se crean la Red Nacional de Bancos de Sangre y el Consejo 
Nacional de Bancos de Sangre y se dictan otras disposiciones sobre la materia. 12 de 
agosto de 1993, D.O. No. 40.989). 
Casos como el antes mencionado, e igualmente, fallos generados por la 
Jurisprudencia Colombiana y en especial de la Corte Constitucional, han considerado y 
ponderado la concurrencia de derechos entre pacientes Testigos de Jehová y la comunidad 
médica y ha fundamentado sus decisiones teniendo en cuenta las necesidades y conductas de 
unos y otros. 
No obstante, persisten criterios dispares con respecto a los derechos de pacientes y 
médico y la conclusión preponderante contempla que no existe una posición uniforme, 
protocolos y criterios claros de manejo para pacientes Testigos de Jehová cuando acuden a 
los diferentes servicios de salud y se abren entonces un abanico de oportunidades, 
interpretaciones y variedad de conceptos que interfieren en las relaciones presentadas entre 
el personal de salud y los pacientes. 
Para seguir ilustrándonos al respecto, podemos mencionar las sentencias relacionadas 
con el consentimiento informado, bioética y principios fundamentales, tales como las 
sentencias T- 474 de 1996, la T-823 de 2002 y la T-411 de 1994, las cuales fundamentan  las 
tendencias actuales sobre el consentimiento informado y el principio de beneficencia, 
aplicadas en  situaciones distintas y muy puntuales, tales como cuando el paciente se 
encuentra en una  urgencia médica y no está consiente, donde es imposible aplicar el 
consentimiento informado y es completamente indispensable aplicar el principio de 
beneficencia persiguiendo salvar la vida.  
La potestad Médica para actuar en situaciones de urgencia ha creado una verdadera 
división de criterios en las personas del común, en los profesionales dedicados a la medicina, 
y en los jueces que administran justicia. 
Los Testigos de Jehová fundamentan como rasgo preponderante de su doctrina 
religiosa, actuar basados en principios bíblicos. Lo consignado en el texto es regla influyente 
y plan de vida, todo lo que se haga o se diga en su contra no demuestra fundamento y no es 
considerado. Por ejemplo, para rechazar las transfusiones de sangre, utilizan el libro del 
Génesis, capítulo 9, versículo 3-6, dado que este reza de la siguiente manera: “pero hay una 
cosa que no deben comer: carne con sangre, porque en la sangre está la vida” (Sagrada Biblia 
de los Testigos de Jehová,  “Traducción del Nuevo Mundo de las Santas Escrituras” (TNM), 
publicada por la Watchtower Bible and Tract Society of New York, Inc., 1987).  
Bajo estas consideraciones, la  palabra de Dios como argumento frente a alguna 
discusión racional que no contemple la negativa a la transfusión por múltiples razones, hace 
parte de una encrucijada sin fin en donde la libertad religiosa, de culto y conciencia 
predomina sobre cualquier consideración argumentativa que pretenda desvirtuar las razones 
de revocar la negativa a el uso de sangre. 
Cuando taxativamente no hay una imposición en un texto que determine la voluntad 
de las personas, las consideraciones que se hagan de lo contemplado en este saltan a la vista 
y sin interés de presumir o hacer conjeturas, la mayoría de las veces surgen argumentos a 
favor y en contra que se justifican por el deber ser sumado a las necesidades personales y 
convicciones personales y tradición. 
Una interpretación literal puede significar una imposición que nos aleja de nuestra 
pertenencia como seres racionales, que nos movemos y actuamos basados en unas reacciones 
que limitan nuestros estilos de vida y nos hacen creadores de nuestra voluntad. Por lo tanto, 
el alejar al Testigo de Jehová de dar un concepto claro según su pensamiento alejado de la 
voluntad divina o del mandato Bíblico acerca de sus razones de peso para negarse a las 
transfusiones, se acerca a las discusiones que se pretenden plantear.  
No está permitido hablar de lo que nos prohíben o al menos de lo que vemos prohibido 
y aún si hace parte de nuestras vidas y si de ello depende las decisiones que determinan si se 
vive o se muere. Es esta una de las intermitencias que hacen parte de la relación médico 
paciente y que en múltiples oportunidades afectan la atención y relación entre unos y otros 
en los servicios de salud.(Quiroga 2010). 
 
Controversias entre la comunidad médica y los Testigos de Jehová. 
Día a día estamos en constante cambio, en repetidas oportunidades, lo considerado 
en un período determinado,  se va comprobando y convirtiendo con el paso del tiempo en 
conocimiento revalidado y corresponde al inicio  de una cadena de aprendizajes y saberes 
que son tenidos en cuenta para desarrollar un trabajo y actividad. El conocimiento científico 
se construye permanentemente. Para la comunidad médica, al día de hoy,  la práctica de 
cirugías y en general de procedimientos médicos sin la utilización de sangre no es aceptada; 
los protocolos de manejo, evidencia clínica y pautas de tratamiento que promueven reducir 
al máximo los riesgos contemplados antes de cada procedimiento hacen necesaria y de 
estricto cumplimiento la utilización de la sangre para la realización de estos. Sin embargo, 
con el desarrollo de nuevas técnicas quirúrgicas, la utilización de dispositivos médicos cada 
vez más seguros para la práctica quirúrgica, se han venido realizando bajo los controles 
adecuados y  de manera programada, cirugías electivas de bajo riesgo la mayoría de las veces, 
en las cuales  no se ha usado la sangre. Para la realización de los procedimientos quirúrgicos, 
se han utilizado equivalentes hemoderivados con buenos resultados y estos, han  beneficiado 
la idea y conducta de operaciones sin sangre, lo que ha permitido empezar a construir una 
nueva posibilidad de manejo para un futuro venidero a una cantidad de pacientes con 
condiciones especiales, para nuestro caso Testigos de Jehová. No obstante la opinión 
generalizada por la comunidad médica  es la necesidad de la utilización de la sangre  en la 
mayoría de procedimientos para reducir riesgos, mejorar el perfil de seguridad   y evitar 
complicaciones.  
El conocimiento científico y  los avances a la luz de la tecnología, han permitido 
desarrollar componentes que, aunque no reemplazan de ninguna manera la sangre, pueden 
limitar el riesgo de intervenciones en el paciente y lograr un manejo más cercano a lo que la 
comunidad de Testigos de Jehová reclaman para el manejo de sus enfermedades.  
Cuando un paciente Testigo de Jehová se acerca a un servicio de salud solicitando 
manejo y tratamiento y requiere la práctica de un procedimiento médico, se puede presentar 
la posibilidad o no del uso de la sangre de acuerdo a las características de su patología. En 
los casos de tratamiento Médico  en donde  el uso de la sangre se hace necesaria para el 
manejo del  paciente Testigo de Jehová, pero se presenta la negativa del paciente a la 
utilización de esta por sus convicciones religiosas, corresponde al Médico de acuerdo a su 
formación científica aceptar la voluntad del paciente o tener presente en su conducta la 
necesidad de manejo basado en su formación profesional,  que le impide correr riesgos 
injustificados y evitar desconocer la existencia de protocolos y prácticas médicas que 
requieren la utilización de la misma. En los casos en que no esté de acuerdo con la decisión 
del paciente,  puede hacer uso de la  objeción de conciencia a título personal para no aceptar 
el manejo del mismo y  es en estos casos donde la responsabilidad del tratamiento  del 
paciente pasa a cargo de la  Institución de Salud a la cual no le es permitida la  Objeción 
Institucional y debe brindarle al paciente opciones de manejo y  tratamiento apoyada en una  
red de servicios de acuerdo a sus necesidades.  
En el diario vivir no podemos desconocer que si no encontramos quién realice alguna 
actividad o trabajo que necesitemos, en algún otro lugar sí habrá otra persona o entidad que 
nos preste estos servicios. Sin embargo, no se puede desconocer que el actual sistema de 
salud, para la atención de ciudadanos sin características particulares es complicada, aun 
mayor puede serlo para los pacientes Testigos de Jehová. 
En el campo de las transfusiones no se puede desconocer que si no se tienen en cuenta 
las medidas preventivas e higiénicas de manejo para la transfusión, pueden desencadenar en 
desenlaces contradictorios y en muchos casos mortales entre los que tenemos la hepatitis B 
y C, el VIH y el paludismo.  
Actualmente son pocos los riesgos transfusionales pero, sin embargo, se presentan. 
En cualquier profesión médica y acto médico, las obligaciones siguen siendo 
preponderantemente de medios. Los Testigos de Jehová aceptan, entre otros, el trasplante de 
órganos y la vacunación y algunas veces es de difícil aceptación que se interpreten múltiples 
conductas relacionadas con la autonomía personal y asociadas a sus convicciones religiosas 
y se les dé una luz de manejo mientras que sobre el tema de la sangre en la mayoría de las 
oportunidades se establezca un panorama único que no da lugar a interpretaciones. 
Las comunidades de los Testigos de Jehová argumentan su razón de ser partiendo de 
un ser supremo y suman sus contenidos a los hechos que a lo largo del tiempo han dado lugar 
a la creación de la historia y de los conceptos personales y universales que defienden y actúan 
de la mano de personajes que han jugado un papel preponderante en la historia de sus 
comunidades y libertad religiosa, el cual los identifica y guía sus pensamientos y actuaciones. 
Para el caso puntual, la comunidad de Testigos de Jehová son una congregación religiosa que 
afirman ser una restauración del cristianismo primitivo basada en la interpretación inspirada 
de La Biblia. 
De esta manera, pensar hacer un juicio consecuente y de alguna manera cuestionar de 
forma ´personal los planteamientos que la comunidad religiosa imponga a cualquiera de sus 
miembros no debe ser considerado como un irrespeto o profanación del mandato divino que 
el texto Bíblico profesa y con mayor razón si tiene que ver con decisiones personales que 
pueden afectar el estado de salud de las personas. 
La religión y la ciencia se ven frecuentemente enfrentadas, pero la brecha entre una 
y otra debe favorecer a los ciudadanos. Si consideramos el rol  de la sociedad  y el sistema  
de salud en Colombia frente a la libertad de culto y negativa a la transfusión, el valor jurídico 
es de vital importancia; en este caso, la bioética contempla el sustento de la responsabilidad 
civil médica frente a las entidades de salud, lo que debería constituir la herramienta 
fundamental en el tratamiento de las minorías en condición de vulnerabilidad y es allí donde 
el comité de bioética de cada institución de salud, entra a ser la pieza fundamental en el 
mantenimiento de la relación médico-paciente y la solución de problemas. 
Relación médico-paciente y libertad de culto 
Las minorías en Colombia necesitan ser escuchadas y cada día crece el número de 
integrantes de la comunidad de Testigos de Jehová; por lo tanto, la población que está en 
riesgo va en aumento. Oficialmente no hay datos de acciones civiles en Colombia, lo que 
lleva aún más a actuar con cautela, prudencia y rapidez en la toma de decisiones y garantizar 
la relación entre unos y otros evitando que se vuelva una situación inmanejable bajo la luz 
del derecho como garante de soluciones. 
La Constitución  Política de Colombia y su respeto hacia las creencias religiosas es 
de vital importancia, y de la misma forma se deben establecer límites a cada una de las 
creencias que describen particularmente las características de ellas que aunque tratan explicar 
el sentido de las cosas y el rumbo del mundo de acuerdo a la convicción de algunas 
comunidades, no logran aportar un argumento científico de peso  que dé firmeza a sus 
aseveraciones, aún más cuando se trata de un bien constitucional. 
Por ello es necesaria la protección constitucional y al mismo tiempo se deben 
establecer límites a cada una de las prácticas médicas en su mayoría relacionadas con el bien 
público, respeto de unos y otros y protección de derechos fundamentales. 
Las creencias religiosas son expresión de los valores extrínsecos de un grupo en 
especial y aunque se dude de su veracidad por las mismas características no es posible juzgar 
objetivamente si son verdaderas o no lo son. 
Independiente de lo que cada comunidad religiosa procura, cabe la pregunta de si 
cualquier manifestación de la voluntad por un ciudadano en particular debe ser respetada y 
en especial garantizada o se deben tener en cuenta aquellas expresiones que lleven a su 
parecer el juicio y raciocinio.  
Pasamos a un punto de controversia manifiesto donde las razones de la negativa a la 
transfusión de los Testigos de Jehová son teológicas y las consideraciones  relacionadas en 
el texto bíblico se contraponen a los pensamientos médicos y científicos, manteniendo 
aquella brecha de discusión en el manejo que debe ser brindado y la relación médico-paciente 
entre unos y otros. El derecho debe regular esa relación y entrar a considerar las expectativas 
entre unos y otros y de acuerdo a sus formas de pensar, tratar de encontrar puntos en común 
que puedan empezar a delimitar el manejo de sus diferencias.  
Uno de los puntos de mayor relevancia hace referencia al conflicto entre derechos, 
pues enfrentan al paciente Testigo de Jehová en la lucha por su autonomía, con el médico 
que está en búsqueda de la salud y el mantenimiento de la vida del paciente buscando su 
bienestar. 
Constitucionalmente se pueden tener en cuenta los principios de dignidad y libertad 
religiosa como fundadores de la libre disposición de las personas; principios que constituyen 
el pilar de la vida de algunas comunidades religiosas dando lugar a diferentes 
cuestionamientos que en su mayoría nos llevan a preguntar si el vulnerar estos derechos, 
puede corresponder para los Testigos de Jehová a una muerte en vida.  
Si hay vida, debe haber un derecho a morir. Para el caso en mención, cuando el 
paciente está en plenitud de sus facultades y puede aceptar y adoptar decisiones relacionadas 
con su vida y salud se pueden considerar como una manifestación de su voluntad contenida 
basada en un razonamiento previo. 
Si no hay imposiciones previas o externas que condicionen el comportamiento de 
cualquier persona natural, se puede considerar que hay un gobierno particular de su 
existencia. Cabe mencionar además el estado de vulnerabilidad que presenta una persona que 
padece alguna enfermedad y la necesidad de ayuda y sustento que busca en el manejo médico 
del cual espera lograr una solución o por lo menos una alternativa a los problemas que se le 
presentan. Su naturaleza lo lleva a contemplar la posibilidad de no transfusión independiente 
del desenlace lesivo para su vida que tal decisión representa. 
En el otro punto de referencia está el pensamiento, razonamiento y comportamiento 
médico, el cual, basado en su formación y apoyado en el juramento hipocrático, la ley de 
ética médica y el principio de beneficencia, tiene razones suficientes y legales para nuestro 
ordenamiento jurídico para practicar una transfusión sanguínea a un paciente Testigo de 
Jehová, independientemente de su negativa a esta, de acuerdo con sus concepciones 
religiosas. 
Aún con estas consideraciones, existen componentes sanguíneos que no pueden ser 
transfundidos como los glóbulos rojos, glóbulos bancos, plaquetas y plasma, peo sí lo pueden 
ser los componentes secundarios como la albúmina, los factores de coagulación y las 
inmunoglobulinas. El poder y la palabra de Dios como argumento frente a alguna discusión 
racional que no contemple la negativa a la transfusión por múltiples razones, hace parte de 
una encrucijada sin fin en donde la libertad religiosa, de culto y conciencia predomina sobre 
cualquier consideración argumentativa que pretenda desvirtuar las razones de revocar la 
negativa a el uso de sangre.  
La objeción de conciencia médica para no aceptar el manejo de un paciente Testigo 
de Jehová por la negativa a la transfusión de este se podría considerar como ese respeto por 
la voluntad predicada por la misma comunidad de sus preceptos de manejo sin sangre, y, en 
este caso, el Estado y para el caso en mención la entidad de Salud a cargo del paciente debe 
brindar la red de apoyo institucional de acuerdo con sus necesidades. La realidad contempla 
una red de servicios para ciudadanos sin características particulares complicada y aún mayor 
para los pacientes Testigos de Jehová.  
En cualquier profesión y acto médicos, las obligaciones siguen siendo 
preponderantemente de medios. Los Testigos de Jehová aceptan entre otros, el trasplante de 
órganos, la vacunación y algunas veces es de difícil aceptación que se interpreten múltiples 
conductas relacionadas con la autonomía personal asociadas a sus convicciones religiosas y 
se les dé una luz de manejo; mientras que sobre el tema de la sangre en la mayoría de las 
oportunidades se establezca un panorama único que no da lugar a interpretaciones. 
Aquella persona o entidad que trate o intente oponerse al principio de autonomía, en 
este caso de un paciente enfermo y Testigo de Jehová, deberá exponer  las razones de su 
negativa y contradicción exponiendo claramente  la legalidad y racionalidad de su elección 
asociado a las condiciones que el mismo paciente presente, cimentado en un diálogo 
interpersonal que permita bajo el mando y ayuda del diálogo y del derecho, los mejores 
resultados; en este caso, para el paciente asociado a determinar el rumbo de su vida. La 
autonomía y la razón van de la mano.  
Es de anotar nuevamente el hecho de que los Testigos de Jehová nunca han 
renunciado al tratamiento médico, solo solicitan un trato acorde a sus convicciones religiosas 
alejado de las transfusiones y en donde se les ofrezca un manejo que responda a sus 
necesidades. 
El Estado no puede ni debe renunciar a su obligación de ofrecer un manejo adecuado 
para salvaguardar la vida de sus ciudadanos cuando no existen de mano criterios y 
concepciones de razonabilidad o cambios de mentalidad y prevalecen criterios subjetivos 
orientados de una determinada comunidad religiosa y por lo tanto debe ofrecer a cada uno de 
sus integrantes las herramientas adecuadas para el acceso a unos servicios de salud 
sumergidos en sus necesidades y particularidades, sin embargo, la institución de salud a cargo 
de la atención el paciente que haya brindado todas las alternativas de manejo posibles al 
mismo de acuerdo al método y conocimiento científico sin obtener respuesta afirmativa de 
aceptar las opciones de manejo brindadas, consideramos tendrá la facultad de dar por 
terminada la relación de servicios médicos prestados  en el momento de que el paciente se 
niegue  a las condiciones médicas establecidas, razones consideradas contrarias a las normas 
de la práctica profesional o a la ética del profesional médico. 
Conceptos metodológicos, propuestas y respuestas a los problemas en la relación 
médico-paciente. 
El derecho tiene un rol de garante en la relación médico-paciente. Para consolidar el 
servicio de este y en especial hacia los escenarios que involucran la relación médico y 
pacientes Testigos de Jehová, nuestro fundamento de trabajo está orientado hacia los 
términos bioética y consentimiento informado. Ambos, consideramos, son los pilares en la 
obtención de respuestas a los problemas en la relación y pueden constituir el norte que 
responderá a los vacíos legales y líos jurisprudenciales presentados; por ello, bajo el 
fundamento de estos, se construirán las vías para fortalecer las relaciones.  
Como generalidades, en la relación médico-paciente es de vital importancia el 
derecho a la información que este tiene; momento en el cual es el único interviniente que 
asume el riesgo por cualquier decisión o procedimiento médico. Todas, excepto las 
intervenciones médicas que conllevan una urgencia vital deben contar con su autorización 
previa. 
Apoyado en la monografía de Quiroga (2010), en Colombia, la primera consagración 
normativa específica se encuentra en la ley 23 de 1981, conocida como Ley de ética médica, 
en la cual se consagra el principio general de que ningún médico intervendrá, ni clínica ni 
quirúrgicamente a un paciente, sin obtener su previa autorización. 
Para el día de hoy, la mayor parte de las autorizaciones de los pacientes se refieren a 
las intervenciones quirúrgicas y en contadas oportunidades se relacionan con autorizaciones 
para procedimientos invasivos no quirúrgicos y en un último escalón son tenidos en cuenta 
los tratamientos médicos. 
Con la expedición de la Constitución Política de Colombia en el año de 1991, se da 
un gran avance en el reconocimiento y garantía de estos derechos individuales y colectivos 
que además aportan considerables cambios para el ejercicio de la medicina y tiene su origen 
en derechos fundamentales como la vida, la salud, la dignidad humana, la libertad, el libre 
desarrollo de la personalidad. Se pasa de un paternalismo en donde el médico es el poseedor 
del conocimiento en materia de salud y el paciente es el componente fundamental en la 
relación con el médico, relación en la que surgen obligaciones y derechos entre unos y otros, 
dentro de los cuales cubre amplia relevancia el derecho a la información y el consentimiento 
informado. 
Se debe propender que exista una comunicación basada en la razón entre el médico y 
paciente, que vaya de la mano con su formación y desarrollo cultural, ofreciéndole a estos, 
los datos que le resulten convenientes para tomar una decisión en su beneficio (Corte 
Constitucional. Sentencia T – 401 de 1994. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz: septiembre 12 
de 1994). Todo paciente tiene derecho a rehusar la aplicación de un determinado tratamiento 
sobre su cuerpo, por ello, el consentimiento informado se considera como una prueba que, 
en caso de ser requerida, permite justificar y dar sentido a la formalización de la autorización. 
Por otra parte, la Resolución 1995 de 1999 contempla que las autorizaciones de 
procedimientos deben constar por escrito y conservarse como un anexo obligatorio dentro de 
la historia clínica (Resolución 1995 de 1999 [Ministerio de Salud]. Por la cual se establecen 
normas para el manejo de la Historia Clínica. Julio 8 de 1999)  
Cuando hablamos de riesgo, la responsabilidad médica conlleva al riesgo previsto. El 
daño esperado de una intervención corresponderá al médico, los daños inesperados y 
responsabilidad de resultados pueden excluirse, el riesgo previsto es aquél cuya ocurrencia o 
aparición tiene una alta probabilidad de concretarse. Este riesgo, debe ser informado de 
manera completa, clara y veraz al interesado, para que sea él quien, con base en su ahora 
calificada opinión, resuelva si lo asume o no.  
Cada acción médica y en especial, procedimientos que involucren intervenir tejidos 
y manipulación de estructuras corporales, por las características y particularidades de cada 
actividad, debería contemplar un formato individual que contemple las especificaciones y 
riesgos particulares de cada procedimiento (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, Sentencia 7795 de 9 de Julio de 1993), Mp Julio César 
Uribe Acosta No es válido un consentimiento verbal cuando es posible aplazar la 
intervención médica, sin consecuencias mortales para el paciente, es necesario obtener el 
consentimiento expreso y escrito.  
Si se tienen en cuenta estas consideraciones, se podría obtener una información más 
completa y un reporte útil de las complicaciones y generalidades relacionadas con cada 
actuación médica. Solo en aquellos casos de urgencia vital, todos y cada uno de los 
procedimientos deberán cursar con la autorización previa del paciente. 
Según la Corte Constitucional, mediante Sentencia T-474 de 1996, no es válido el 
consentimiento del menor adulto que pone en riesgo su vida, pues prevalece el 
consentimiento paterno. El paciente adulto es el titular del derecho a recibir información y es 
además el dueño de las decisiones sobre su salud; de esta manera, debe respetarse su voluntad 
de aceptar o rechazar determinados procedimientos e intervenciones. 
 Existen, sin embargo, tres eventos en los cuales se presenta una excepción a esta 
regla: i) cuando el estado mental del paciente no es normal, ii) cuando el paciente se encuentra 
en estado de inconciencia, iii) cuando el paciente es menor de edad. (Legarda y Henao, 2011, 
p.17). 
En los casos de inconciencia o alteraciones del estado mental, en los cuales la 
manifestación de la voluntad se ve imposibilitada, es necesaria la autorización de un 
representante legal. 
Volviendo a Quiroga (2010), es claro que, tanto en la doctrina como en la 
jurisprudencia se ha indicado que cuando se trate de la autorización que deben dar los 
familiares respecto del tratamiento de un paciente incompetente para expresarse, debe 
acudirse a la normatividad sobre consentimiento en materia de trasplantes y disposición de 
órganos consagrada en la Ley 73 de 1988, mediante la cual se define el orden familiar en que 
pueden ser vinculados los integrantes para tomar una determinada decisión. Así, por ejemplo, 
estarán llamados a autorizar un procedimiento o intervención, en primer lugar, el cónyuge no 
divorciado o separado de cuerpos, seguido por los hijos legítimos o ilegítimos mayores de 
edad, por los padres legítimos o naturales, y finalmente por los hermanos legítimos o 
naturales mayores de edad. 
La Corte Constitucional en la sentencia T- 401 de 1994 estableció, por ejemplo, que 
el profesional de la salud, para obtener el consentimiento informado, deberá recurrir como 
parámetro a la normatividad sobre consentimiento en materia de trasplantes y disposición de 
órganos, la cual propone según el grado de parentesco las decisiones finales para dar el 
consentimiento. 
Si nos referimos a los menores de edad, la regla general es que los padres en ejercicio 
de la patria potestad pueden dar la autorización por sus hijos, en casos de urgencia y en 
aquellos eventos que les produzcan bienestar o mejoría, es decir en tratamientos ordinarios 
que causen poco impacto en la autonomía del menor a largo plazo. Para el caso en mención, 
la polémica autodeterminación de los menores, la toma de decisiones con respecto a su vida 
y la voluntad de sus padres, apoyadas igualmente en el consentimiento informado, han sido 
desarrolladas ampliamente en la Sentencia T- 474 de 1996 y la Resolución 825 de 9 de marzo 
de 2018, por medio de la cual se reglamenta el procedimiento para hacer efectivo el derecho 
a morir con dignidad de los niños, niñas y adolescentes, en cumplimiento de la sentencia T-
544 de 2017.  
El consentimiento del menor adulto que pone en riesgo su vida no es válido, pues 
prevalece el consentimiento paterno que debe estar acompañado de la voluntariedad de 
información en cantidad y con calidad suficiente y la competencia. 
El formulario escrito de consentimiento informado debe contener entre otros: la 
naturaleza de la intervención o el qué se va a hacer, el objetivo de la intervención, para qué 
se hace, los beneficios de la intervención, qué mejoría espera tener y los riesgos, molestias y 
efectos secundarios posibles, incluidos los derivados de no hacer la intervención.  
Informar los riesgos previstos delimita la responsabilidad del profesional como lo 
menciona el Art. 16 de la ley 23 de 1981, “La responsabilidad del médico por reacciones 
adversas, inmediatas o tardías, no irá más allá del riesgo previsto” (Ley 23 de 1981) 
Frente a los límites en la información, el médico deberá tener en cuenta el límite de 
“la ignorancia técnica del paciente”, el “estado moral y psicológico” del paciente (Rodríguez, 
2007), además para tomar las decisiones vale la pena considerar la Sentencia T-401 de 1994 
acerca de los derechos del paciente, autonomía, derecho a la salud y conflictos entre médico-
paciente que contempla que todo paciente tiene derecho a rehusar la aplicación de un 
determinado tratamiento sobre su cuerpo. Sin embargo, el hecho de no manifestarlo y de 
aceptar las prescripciones clínicas es un indicio suficiente para considerar una aceptación 
tácita que puede bastar para que el médico proceda con su tratamiento.  La voluntad del 
paciente, de preferir una cosa sobre otra, es una razón que el médico debe tener en cuenta, 
pues la contraindicación en muchos casos hace parte de los criterios de superación que el 
enfermo tiene en cuenta para determinar su estado de salud.  
Es posible establecer una diferenciación entre la situación mental paciente - 
patológico o no - y su autonomía o capacidad para consentir. En este orden de ideas, la 
contraindicación hace parte del espacio de discrecionalidad y autonomía que posee el 
paciente frente al médico al momento de la prescripción del tratamiento.  
Aun existiendo un desequilibrio psicológico de parte del peticionario a partir del cual 
se pudiese concluir una agresividad especial contra sus semejantes, ésta no parece ser una 
razón para excluir al paciente de la posibilidad de opinar acerca del tratamiento que prefiere. 
El peticionario está capacitado para decidir la suerte de su propio cuerpo y para asumir las 
consecuencias que su decisión acarree en su estado de salud.  
De acuerdo con el estudio que del consentimiento informado ha realizado tanto la 
doctrina como la jurisprudencia, es factible decir que dentro del género de consentimiento 
informado pueden encontrarse varias especies, las cuales abarcan los posibles escenarios 
donde se puede ver involucrado el paciente o el profesional de la salud a la hora de otorgar y 
obtener el consentimiento informado, que definen los tipos de consentimiento informado.  
El Consejo de Estado, mediante Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, a través de la Sentencia del 23 de abril de 2008, estableció como consideraciones 
fundamentales, el consentimiento directo, diferido, sustituto, asistido y cualificado, en el que, 
independientemente del tipo de consentimiento, el médico siempre debe dejar constancia de 
este en la historia clínica del paciente.  
Tenemos, de acuerdo con estas consideraciones, que la práctica profesional con el 
paso del tiempo se ha adecuado a las normas legales y el médico ha venido cambiando su 
concepción inicial de paternalismo fundado en los principios esenciales de la bioética: 
beneficencia, no maleficencia, equidad y justicia hasta el reconocimiento de los derechos 
individuales. Así, el consentimiento informado es considerado un derecho fundamental del 
paciente y una exigencia ética y legal para el médico.   
Paso seguido a los anteriores conceptos, planteamos las posibles propuestas y 
respuestas a los problemas en la relación médico-paciente y es de donde nos apoyamos en 
los trabajos y estudios realizados por el Diego Gracia Guillén (2008), médico, escritor 
y filósofo español, especialista en Psicología y Psiquiatría experto en bioética, quien en su 
obra Fundamentos de Bioética en el año 1989,considera la teoría del principialismo en la 
bioética, la cual establece los principios máximos y mínimos, entendiendo los máximos como 
la autonomía y beneficencia, y los mínimos como la no maleficencia y la justicia. En caso de 
conflicto entre ellos priman los mínimos, este orden jerárquico es explicado por el autor de 
la siguiente manera: 
Primer nivel o nivel universal: son los que no se refieren a la relación entre el 
personal sanitario y el paciente y son independientes de la voluntad de éste. Obligan a todos 
los ciudadanos y constituyen lo que se llama "ética de mínimos" y deben ser garantizados 
por el Estado. Estos principios son:  
 Principio de no-maleficencia: la medicina como ciencia inocua, que no pretende 
hacer daño, hace uso de este principio general y obligatorio, incluso sobre el de 
beneficencia, porque habrá ocasiones en que un médico no esté obligado a tratar a un 
enfermo, pero sí, a no ocasionarle algún daño, o, si una persona no quiere, no 
podemos imponerle el bien; por el contrario, si una persona quiere que le hagamos 
daño, no se lo podemos hacer por más que nos lo pida. 
 Principio de justicia: la medicina debe tratar a todos sin ningún tipo de 
discriminación debiendo proteger más a los más desfavorecidos. El bien común o el 
bien de todos debe ser siempre superior al bien de individuos concretos y cuando no 
se cumple con este principio se produce maleficencia.  
 
Segundo nivel o nivel particular: son los principios que se refieren a la relación 
existente entre el personal sanitario y el paciente y constituyen la llamada "ética de máximos" 
porque obligan a la persona y no a los demás. Aquí el enfermo tiene libertad para elegir su 
aplicación o no. 
 Principio de beneficencia: pretende que la actuación del sistema sanitario sea 
beneficiosa para el paciente. La interpretación de este principio es relativa y depende 
de la voluntad de la persona que recibe esta actuación  benéfica y de que la acepte 
como tal beneficio: nadie puede beneficiar a otro contra su voluntad.  
 Principio de autonomía: tiene en cuenta la libertad y la responsabilidad del paciente 
que bien informado, decide lo que es bueno para él.  
Cuanto más aguda es la enfermedad y más eficaz es su tratamiento, menos interviene 
en la práctica el principio de autonomía y más el de beneficencia, además cuanto más 
crónica es la enfermedad o más cuestionado esté su tratamiento, más veces se reclama 
la autonomía.   
Igualmente, las necesidades de los principios consideran: 
 Necesita que, aunque no exista un tratamiento con finalidad curativa, se intente dar 
una solución integral a sus problemas, tanto físicos como psicoemocionales, sociales 
y espirituales (principio de beneficencia).  
 Necesita que no se le dañe de forma innecesaria utilizando procedimientos 
terapéuticos o diagnósticos que se hayan mostrado inútiles o fútiles o que sean 
considerados desproporcionados (principio de no-maleficencia).  
 Necesita que se le trate con confianza, respetando su intimidad y su autonomía, que 
se le informe si así lo desea y que se tenga en cuenta su opinión en el momento de 
decidir qué es lo mejor para él (principio de autonomía).  
 Necesita que, si existe un sistema de salud universal como ocurre en nuestro ámbito, 
cubra sus necesidades, independientemente de cualquier circunstancia, y que no se le 
discrimine por ningún motivo (principio de justicia).  
 
Para la investigación en mención, el conflicto a tener en cuenta de acuerdo a las 
consideraciones anteriores está direccionado a confrontar los principios de    autonomía y no 
maleficencia. 
El principio de autonomía, significa el reconocimiento de que el ser humano, también 
el enfermo, es un sujeto y no un objeto; sin embargo, el reconocimiento de este principio no 
significa que la decisión moral no tenga en cuenta el bien de los demás. La autonomía no 
significa que el paciente haga o elija lo que quiera. 
El principio de autonomía significa en el terreno médico que el paciente debe ser 
correctamente informado de su situación y de las posibles alternativas de tratamiento que se 
le podrían aplicar, lo que quiere decir que deben respetarse las decisiones de pacientes 
competentes, después de una adecuada información.  
 La conclusión más concreta del reconocimiento del principio de autonomía en el 
enfermo se centra en el consentimiento informado, como pilar regulador de la relación entre 
los profesionales sanitarios y el enfermo; como ejemplo de esta confrontación, podemos 
considerar los casos en los que el médico puede pensar que la decisión tomada por un 
paciente, en principio competente, no es la que más le conviene para su salud o para su vida.  
 En estos casos, el médico puede tender a cuestionar la competencia del enfermo, ya 
que se piensa que un enfermo debe optar por lo más conveniente para su bien. Así, no 
podemos convertir en un absoluto el principio de autonomía, ya que en ocasiones no se 
respetan las decisiones del enfermo, aunque sea competente, cuando son contrarias a las 
normas de la práctica profesional o a la ética del profesional médico, condición importante 
en el planteamiento de nuestra investigación y representada en la  negativa de transfusión de 
los pacientes Testigos de Jehová. 
El consentimiento informado protege a pacientes y sujetos de experimentación, 
previendo riesgos y daños posibles pero también protege y beneficia a todos en la sociedad, 
incluyendo profesionales de la salud e instituciones. 
Nuestro panorama  encuentra en un extremo  a un paciente que  en ejercicio de su 
derecho a la libertad y la autodeterminación, puede apartarse de los criterios médicos e insistir 
en la aplicación de un determinado tratamiento clínico y en el otro lugar  el médico, quien, 
por su parte,  no está obligado a practicarlo cuando lo considere nocivo o riesgoso para la 
vida del paciente y  vaya en contravía de los principios  éticos  que informan  la profesión. 
Es por esto por lo que el artículo 6º la Ley 23 de 1981, faculta a los médicos para 
rehusarse a prestar un tratamiento clínico cuando “existan condiciones que interfieran el libre 
y correcto ejercicio de la profesión […]”, una de las cuales es, según el literal c) del artículo 
7º de la misma disposición normativa, que el “el enfermo rehúse cumplir las indicaciones 
prescritas […]” (Ley 23 de 1981). 
En efecto, esta causal fue desarrollada en el artículo 4° del Decreto 3380 de 1981, en 
los siguientes términos: 
Con excepción de los casos de urgencia, el médico podrá excusarse de asistir a un 
enfermo o interrumpir la prestación de sus servicios por las siguientes causas: 
[...] c) Que el enfermo se rehúse cumplir las indicaciones prescritas, 
entendiéndose por éstas no sólo las formulaciones de tratamientos sino también 
los exámenes, juntas médicas, interconsultas y otras indicaciones generales que 
por su no realización afecten la salud del paciente […] (Decreto 3380 de 1981. 
[Decreto reglamentario]. Por el cual se reglamenta la Ley 23 de 1981. 30 de 
noviembre de 1981). 
Entonces, el Código de ética médica, en su decreto reglamentario y la jurisprudencia 
de este tribunal, han reconocido que los médicos tratantes pueden rehusarse a adelantar o 
proseguir un tratamiento clínico, cuando el enfermo se niegue a cumplir las indicaciones por 
él prescritas, siempre que no se trate de casos de urgencia, ya que en este evento prima la 
realidad objetiva del requerimiento de una atención inmediata en salud para evitar un 
perjuicio irremediable sobre la vida. 
Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1º de la Resolución 
5261 de 1994, existen casos excepcionales, previstos en dicho reglamento y en la Ley 
1122 de 2007, que permiten al usuario recibir la prestación de los contenidos del plan 
obligatorio de salud en cualquier IPS autorizada, así esta no tenga convenio o contrato 
con la EPS a la cual se encuentre afiliado; criterios ratificados por la sentencia T 476 
de 2016. Tales casos son: (i) cuando requiera atención de urgencia; (ii) cuando exista 
autorización expresa de la EPS para un servicio específico; y (iii) cuando se encuentre 
demostrada la incapacidad, imposibilidad, negativa injustificada o negligencia de la 
EPS para suministrar un servicio a través de sus IPS (Corte Constitucional. Sentencia 
T-476 de 2016. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. Septiembre 1 de 2016) 
 
Bajo estas consideraciones, por regla general, no puede obligarse al paciente a seguir 
la prescripción propuesta por el médico en contra de su voluntad y por ende, desconociendo 
su consentimiento idóneo, ni ordenarse al médico a actuar clínicamente en contra de los 
postulados de su profesión, manteniendo, por ejemplo, un tratamiento o procedimiento 
destinado al fracaso.  
Igualmente, en los casos donde irremediablemente el médico y la junta estiman 
improcedente practicar un tratamiento en las condiciones expuestas por el paciente, este debe 
buscar los servicios de quien, según su buen criterio, pueda prestarle la asistencia médica y 
quirúrgica necesaria conforme a los parámetros de su voluntad.  
El personal de salud encargado de atender a pacientes Testigos de Jehová que se 
niegan a la transfusión a la par del consentimiento informado en los servicios de 
hospitalización y urgencias, debe tener en cuenta sus necesidades y como proceder en cada 
caso.  
Se propone como estrategia y alternativa para mantener una adecuada relación 
médico-paciente, buscando fortalecer el vínculo entre los dos actores, evitando los problemas 
que puedan generarse al momento del tratamiento en los servicios de hospitalización y 
urgencias, fundamentar desde la bioética y sus principios bajo la aplicación del 
principialismo mencionado anteriormente bajo la que se ha denominado teoría relativo 
subjetivista de la responsabilidad civil médica (Quiroga 2010).  
La anterior estrategia la fundamentamos  en la teoría considerada en los estudios 
realizados por Diego Gracia Guillén (2008) en su obra Fundamentos de Bioética y Freddy 
David Quiroga Páez (2010) en su obra Responsabilidad Civil  Médica ante la negativa de los 
pacientes y familiares Testigos de Jehová a tratamientos con transfusiones de sangre en los 
casos donde hay peligro de muerte en Colombia desde 1991 hasta el 2007, quienes 
consideran, además de la teoría relativo subjetivista de la responsabilidad civil médica,  la 
alternativa  que responde al problema de un paciente que entra en conflicto con el cuerpo 
médico por objeción de conciencia ante un tratamiento determinado, la obligación de la 
institución de estudiar científicamente si existen alternativas, para aplicar un tratamiento que 
no esté en contra de la autonomía del paciente y en el caso de que la misma no esté  en la 
capacidad técnica o humana de practicar dicho tratamiento alternativo, deberá hacer todo lo 
posible para reubicarlo donde si lo puedan atender, de lo que deberán dejar constancia, y 
finalmente este sobre costo, si lo hay, mediante los procedimientos idóneos cobrará este 
reembolso a su favor, pero en ningún momento y bajo ninguna excusa, debe perder el objetivo 
principal que es salvar vidas y velar por la salud de los pacientes, ya que si se logra demostrar 
que existió otro motivo netamente particular diferente al objetivo propio de la medicina, será 
responsable de los daños que haya generado con esta conducta.   
Sin embargo, discrepamos de la opinión del Quiroga (2010) y consideramos que la 
institución de salud a cargo de la atención el paciente que haya brindado todas las alternativas 
de manejo posibles al mismo de acuerdo al método y conocimiento científico sin obtener 
respuesta afirmativa de aceptar tratamiento para nuestro caso, transfusiones en pacientes 
Testigos de Jehová, podrá unilateralmente  terminar el vínculo prestacional en el momento 
de que el paciente se niegue  a las condiciones médicas establecidas ya que son como se ha 
mencionado  contrarias a las normas de la práctica profesional o a la ética del profesional 
médico. 
 La anterior propuesta no consideramos que corresponda a una objeción de conciencia 
institucional, sino una estrategia para permitir el manejo de los pacientes Testigos de Jehová 
en los servicios de hospitalización y urgencias. 
Igualmente, el manejo brindado a los pacientes Testigos de Jehová amparado en las 
condiciones mencionadas, puede ser mejorado y estructurado con la implementación de 
protocolos de manejo médico institucional diseñados y dirigidos para la atención de los 
mismos en los servicios considerados.  
No se pretende abandonar al paciente Testigo de Jehová en la prestación del servicio 
médico, sino por el contrario establecer criterios claros de manejo entre unos y otros (médicos 
y pacientes), apoyados en el conocimiento científico, donde prevalezca   la opinión médica 
y se brinde la atención por parte de personal idóneo en la prestación de servicios. El manejo 
y tratamiento de pacientes debe contar además con la colaboración de los comités de enlace 
de Testigos de Jehová. 
Los comités de enlace hacen referencia a personas escogidas por la comunidad 
Testigos de Jehová de una determinada región que velan por los intereses de sus integrantes 
y están disponibles las 24 horas del día para tramitar, mediar y concertar ante las entidades 
de salud acerca del manejo de pacientes con problemas en la atención y autorización de 
servicios que por sus condiciones de credo se niegan a recibir transfusiones. 
Es así como para la implementación de los protocolos institucionales, se hacen 
necesarias reuniones con los integrantes del comité de enlace para brindar información acerca 
de los parámetros a tener en cuenta en el manejo de pacientes y donde se establezcan 
conceptos claros que permitan el entendimiento entre unos y otros a través de adecuados 
canales de comunicación.   
El escenario anterior teóricamente es convincente, pero la realidad nos muestra que a 
través de la bioética es difícil fundamentar estos principios para su aplicación en la práctica; 
por tales motivos, consideramos prudente buscar en la Constitución Política de Colombia 
derechos, principios y/o valores equivalentes a los principios de la bioética que puedan servir 
como referentes para la aplicación de estos principios y de esta manera fundamentar 
protocolos de manejo Institucional que permitan mejorar la relación médico paciente. 
El principio Bioético de la autonomía es equivalente a nivel Constitucional con 
conceptos como el consentimiento informado, libertad de expresión y libre desarrollo de la 
personalidad, por otro lado, el principio Bioético de la Beneficencia guarda su equivalencia 
Constitucionalmente con la solidaridad. 
La doctrina jurídica nacional como internacional señala que la solidaridad no solo es 
un valor, también es un derecho y además es un principio rector sustentado en la norma 
constitucional. Esta triple dimensión de la solidaridad hace que sea una institución básica 
dentro del ordenamiento jurídico y de una trascendencia relevante en la protección de la 
persona humana. 
El principio de no maleficencia es equivalente Constitucionalmente  a los conceptos 
de respeto y prudencia. Igualmente, el principio de justicia equivale a nivel Constitucional  
con  la Igualdad y  la oportunidad en acceso a los servicios de salud.  
La Justicia se refiere entonces a no  derrochar recursos, atender al más necesitado 
primero, atender  las necesidades del paciente previa jerarquización, con independencia del 
status social, conseguir lo más adecuado para realizar las acciones de enfermería, 
identificándose con la equidad y con dar a cada uno lo que le corresponde. 
Una sociedad justa que intente promover la igualdad de oportunidades, debe asegurar 
que los servicios sanitarios estén a disposición de todos, siendo racionales con los actores y 
prestadores y respetando las consideraciones de ambos de la mano con el conocimiento 
científico. 
Los Protocolos de manejo fundamentados desde la bioética y sus equivalentes a nivel 
constitucional consideramos pueden ser el punto de partida para fundamentar estrategias de 
tratamiento claras que tengan sustento Jurídico y sean avalados por las Instituciones y 
reconocidas por los pacientes y no representen barreras en la prestación de servicios.  
Es una opción de manejo a nuestro criterio motivadora, racional y responsable que 
apenas se fundamenta y hace parte de una nueva etapa que necesita múltiples reuniones para 
determinar los lineamientos de la relación médico-paciente y necesita la colaboración de unos 
y otros, evitando actuaciones contrarias a las normas de la práctica profesional y ética médica. 
De esta manera, pasaremos a abordar el protocolo de manejo y estrategia de atención 
en pacientes Testigos de Jehová en los servicios de hospitalización y Urgencias que se niega 
a la Transfusión. 
 
Propuesta protocolos de manejo medico en servicios de salud 
Para guiar el tratamiento  médico se deben establecer protocolos los cuales deben  
contener directrices y ordenamientos que involucre al personal asistencial en los servicios de 
hospitalización y urgencias, haciendo las claridades respectivas en cada uno de los 
escenarios. Así, el modelo de manejo propuesto, deberá contener como requisitos las 
siguientes consideraciones: 
1. El cuerpo médico se debe asegurar que la posición del paciente es clara y rotunda en 
el caso de que se niega a recibir Transfusiones.  
2. Estudiar si existen alternativas a la transfusión de sangre, apoyándose en el comité 
bioético de la institución y en el comité técnico-científico. 
3. Establecer si la entidad medica está en la capacidad de atender este caso con técnicas, 
procedimientos o tratamientos alternativos al uso de transfusiones de sangre. 
4. En caso de no contar con  la capacidad técnico-científica para atender este caso, 
deberá buscar la forma idónea y más rápida de ayudar al paciente a encontrar un lugar 
o unos profesionales que si lo puedan atender. Para ello, toda institución médica 
cuenta con los servicios de un profesional en trabajo social, de establecerse que no 
existe en ese momento cronológico ni los conocimientos, ni las técnicas, ni los 
procedimientos, ni ningún tipo de tecno ciencia alternativa a las transfusiones de 
sangre para ese caso concreto, se dejará constancia de ello en la historia clínica con 
los argumentos y pruebas en los que apoyan su concepto. 
5.  Finalmente, el paciente tomará una decisión de la cual dejará constancia; de esta 
forma, el personal médico se eximirá de responsabilidad civil médica, ya que nadie 
está obligado a lo imposible, pero debe existir prueba suficiente para argumentar que 
ello es imposible. 
 
El protocolo de manejo propuesto es el siguiente: 
1. Toda institución de salud deberá fundamentar el manejo médico a pacientes        
testigos de jehová de acuerdo con los principios de la bioética. 
2. Las instituciones que por regla general y de acuerdo a la ley de talento humano 
requieran en su institución de comité de bioética se guiarán por los principios de 
autonomía, beneficencia, no maleficencia y justicia. 
3. En caso de problemas y enfrentamientos entre principios mínimos y máximos 
prevalecerán los mínimos de acuerdo a sus consideraciones. 
4. En caso de enfrentamiento entre los principios mínimos (no maleficencia y Justicia) 
se tendrá en cuenta el criterio del comité de bioética y el paciente. 
5. El paciente en estado de necesidad o de urgencia vital será atendido de acuerdo a las 
consideraciones del médico tratante en el servicio de urgencias sin tener en cuenta el 
consentimiento informado. 
6. En el supuesto de cirugías programadas que no revisten urgencia, cuando el médico 
tratante o la junta médica apoyada en el comité de bioética de la institución estiman 
improcedente realizar el procedimiento de acuerdo a las condiciones expuestas por el 
paciente (sin sangre-negativa a transfusión), corresponderá al paciente buscar los 
servicios de quien, según su buen criterio, pueda prestarle la asistencia médica y 
quirúrgica necesaria conforme a los parámetros de su voluntad.  
7. La objeción de conciencia podrá ser a nivel individual e institucional de acuerdo a los 
postulados anteriores. 
8. Si se da un conflicto de principios éticos, los de NO-maleficencia y Justicia (de nivel 
público y obligatorio), están por encima de los de Beneficencia y Autonomía 
(considerados de nivel privado). 
 
Conclusiones 
 La relación médico-paciente, continúa siendo el pilar fundamental del ejercicio 
médico. En esta relación, se requiere capacidad científica asociada a habilidades de 
comunicación, técnica de entrevista clínica, apoyo emocional y capacidad de análisis 
de conflictos de valores. 
 Entre los problemas que plantea la objeción de conciencia en aquellas circunstancias, 
cuando existe una colisión de derechos fundamentales: autonomía versus derecho a 
la vida, jurisprudencialmente según concepto de la Corte Constitucional, el derecho 
a la vida tiene en nuestra legislación un carácter prevalente, garantizado por la 
Constitución de la República de Colombia, donde una obligación del médico es 
respetar la decisión de no ser transfundido de un paciente que es testigo de Jehová. 
 En un caso de estado de necesidad, en que el médico deba aplicar una transfusión 
para preservar la vida de un paciente, y no haya otra forma para tratarlo, el médico 
no contrae responsabilidad, ya que al presentarse un conflicto de preferencia de 
bienes jurídicos, el estado de necesidad establece que debe ser sacrificado el de 
menor valor; en este caso, se debe preservar la vida ante otros bienes jurídicos y el  
profesional de la salud está obligado a proteger, promover y restaurar la salud de las 
personas que así lo requieran, brindando todos los medios a su alcance para su 
cometido.  
 Se considera de imperiosa necesidad, de garantizar que en cada centro asistencial 
exista un protocolo de acogida específico para pacientes Testigos de Jehová, que 
contemple las diversas alternativas, técnicas de tratamiento  y además que  pueda 
disponer el Centro de Salud  en función de la enfermedad de cada paciente, 
incluyendo los procedimientos terapéuticos previstos y los aspectos éticos y jurídicos 
implicados en la cuestión y el nivel de compromiso al que se puede llegar, además 
de la existencia obligatoria  de documentos legales para la práctica de sus 
procedimientos, en especial el modelo  de consentimiento informado, que contemple 
las diversas alternativas de tratamiento posibles.  
 Fundamentar, de la Bioética, los principios máximos y mínimos, para sustentar 
jurídicamente la responsabilidad civil médica, y aplicar dicha fundamentación al caso 
de la negativa de los pacientes y familiares Testigos de Jehová a tratamientos con 
transfusiones sin coacciones externas, constituye una propuesta a tener en cuenta para 
fortalecer la relación Médico-Paciente, adecuando estos principios a sus equivalentes 
Constitucionales. Se requiere un proceso de formación y empoderamiento social, que 
debe constituirse como una tarea compartida del Estado, de los administradores, los 
trabajadores de los servicios de salud, las universidades y la ciudadanía en general. 
 
Recomendaciones 
 Establecer canales de comunicación mediante reuniones periódicas que incluyan 
formalización de los protocolos institucionales entre instituciones de salud, médicos, 
pacientes Testigos de Jehová, integrantes de comité de enlace, personal de salud y 
comunidad en general para el conocimiento de los mismos, planteamiento de 
estrategias de manejo con la participación activa de unos y otros y determinar el rol 
activo de cada uno de los actores en los diferentes servicios de atención. 
 Publicar en la página web de cada Institución de Salud los lineamientos y ruta de 
manejo de pacientes Testigos de Jehová que ingresen a los servicios de urgencias, 
hospitalización y consulta externa y fijar en lugar visible y al alcance de los médicos 
tratantes el protocolo propuesto para tomar las decisiones de acuerdo a la situación 
presentada. 
 Fijar en cada uno de los servicios los números telefónicos, lugar y dirección de 
contacto en caso de urgencia o no, que permitan orientar en la prestación de servicios 
a pacientes Testigos de Jehová, además de las Instituciones de salud de referencia, 
delegando responsabilidades. 
 Designar un médico líder o personal asistencial al que se pueda consultar acerca de 
las dudas que puedan surgir en la prestación del servicio, de acuerdo a un cronograma 
previo y que sea parte activa de la solución de problemas, incluyendo además las 
líneas de contacto directo con el comité de enlace de pacientes Testigos de Jehová en 
cada servicio. 
 Realizar reuniones mensuales con el personal de salud en cada Institución que 
incluyan como participantes mínimas el médico líder para manejo de pacientes 
Testigos de Jehová, un representante del comité de bioética de la institución si aplica, 
abogado de la institución de salud y psicólogo, donde se tengan en cuenta los casos 
reportados acerca de negativas a transfusiones, conductas asumidas, plan de manejo 
y estrategias en un acta firmada por todos los participantes en la reunión. 
 Reunir al personal médico y asistencial o en su defecto a los representantes de los 
mismos por cada servicio 2 veces al año (cada 6 meses) para informar acerca de los 
avances, cambios, hallazgos y resultados encontrados en la aplicación de los 
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